
Santiago, veintiocho de diciembre del año dos mil s eis.   

Vistos:   

En estos autos rol Nº 3.395-2006 se trajeron los au tos en 

relación, para conocer de los recursos de reclamaci ón 

interpuestos, a fojas 5885, por la Fiscalía Naciona l 

Económica; a fojas 5.894, por Agencias Universales S.A., 

"AGUNSA"; a fojas 5.920, por Ian Taylor y Compañía S.A.; a 

fojas 5.932, por A.J. Broom y Cía. S.A.C.; a fojas 5.957, 

por Sudamericana Agencias Aéreas y Marítimas S.A. " SAAM"; y 

a fojas 5.973, por Ultramar Agencia Marítima Limita da, en 

autos caratulados "Asociación de Exportadores de Ch ile AG. 

con Ultramar Agencias Marítimas S.A. y otros", sobr e 

infracciones al Decreto Ley Nº 211, de Libre Compet encia, 

contra los reclamados ya individualizados, impugnac iones 

formuladas respecto de la sentencia definitiva Nº 3 8/2006, 

de siete de junio del año en curso escrita a fojas 5.841, 

pronunciada por el Tribunal de Defensa de la Libre 

Competencia.   

En la decisión que se impugna se acogieron el reque rimiento 

de la Fiscalía Nacional Económica y la denuncia de la 

Asociación de Exportadores de Chile "Asoex" en cont ra de 

Sudamericana Agencias Aéreas y Marítimas S.A. "SAAM "; 

Ultramar Agencia Marítima Limitada; Agencias Univer sales 

S.A., "AGUNSA"; A.J. Broom y Cía. S.A.C. e Ian Tayl or y 

Compañía S.A., a quienes se les aplicó multas de 25 00, 

2500, 1440, 190 y 60 UTM, respectivamente, con cost as. 

Asimismo se les previno para que en lo sucesivo, se  

abstengan de continuar efectuando las conductas mat eria de 

estos autos.  

El procedimiento se inició mediante la denuncia de 27 de 

enero de 2003 que realizó la Asociación de Exportad ores de 

Chile AG, Asoex, por diversas infracciones al Decre to Ley 



Nº 211, sobre Libre Competencia, entre ellas por 

concertación de precios, abuso de posición dominant e, 

preciso abusivos y discriminación arbitraria, en co ntra de 

las siguientes empresas de Agenciamiento de Naves: Ultramar 

Agencia Marítima S.A.(en adelante, ULTRAMAR), Agenc ias 

Universales S.A. (en adelante AGUNSA), Sudamericana  

Agencias Aéreas y marítimas S.A. ( en adelante SAAM ), Ian 

Taylor y Cía S.A.; A. J. Broma y Cía S.A.C. y Marít ima 

Valparaíso-Chile S.A., fundándola en el hecho que, a fin de 

exportar sus mercaderías cada exportador debe contr atar a 

un Agente de Aduanas para que, en su nombre y 

representación, realice ante el Servicio Nacional d e 

Aduanas los trámites documentarios necesarios y exi gidos 

para efectuar las distintas operaciones de exportac ión, y 

se les ha obligado a efectuar pagos injustificados por un 

acuerdo de estas empresas.   

En efecto, la denunciante, Asociación de Exportador es de 

Chile AG., asociación gremial representada por Rona ld Bown 

Fernández y Miguel Cana Echeverría Vergara denunció  a las 

Agencias de Naves antes señaladas por diversas infr acciones 

al Decreto Ley N° 211, entre ellas, concertación de  

precios, abuso de posición dominante, precios abusi vos y 

discriminación arbitraria.   

Señala en su denuncia que la entidad gremial está 

conformada por 73 empresas exportadoras asociadas y  más de 

220 asociadas en calidad de colaboradoras. Hace una  

referencia a la normativa legal aplicable y el rol del 

agente de aduanas en materia de exportaciones, para  luego 

referirse concretamente a los nuevos cobros implant ados por 

las agencias de naves en abril de 2002, que es la m ateria 

fundamental del reclamo, por concepto de visto buen o en el 

Documento Único de Salida(DUS).   



Explica que hasta el año 2000 para embarcar mercade ría era 

necesario tener una orden de embarque, documento qu e era 

preparado por el Agente de Aduanas del exportador, numerado 

por el Servicio de A duanas y sometido al visto bue no del 

agente naviero, trámite este último obligatorio en la 

práctica y sin costo para el exportador. Sólo cumpl idos 

estos trámites se podía llevar la mercadería a puer to para 

embarque.   

Después de embarcada la mercadería y zarpado el bar co, se 

emitía la declaración de exportación, documento que  debía 

ser presentado posteriormente al Banco Central de C hile. 

Añade que esto cambió el 16 de febrero de 2001, cua ndo el 

Servicio Nacional de Aduanas dictó una resolucióDes pués de 

embarcada la mercadería y zarpado el barco, se emit ía la 

declaración de exportación, documento que debía ser  

presentado posteriormente al Banco Central de Chile . Añade 

que esto cambió el 16 de febrero de 2001, cuando el  

Servicio Nacional de Aduanas dictó una resolución 

simplificando el procedimiento, al unir sus propias  

funciones con las del Banco Central. Así se impleme ntó el 

llamado Documento Unico de Salida (DUS), el que vin o a 

reemplazar a la orden de embarque. No obstante lo a nterior, 

las agencias de naves acordaron continuar exigiendo  el 

visto bueno en el DUS, como condición indispensable  para 

embarcar la mercadería. Agrega que lo que hasta aqu í era un 

trámite burocrático, se transformó luego en un acto  

contrario a la libre competencia, desde que las mis mas 

agencias -actuando concertadamente- decidieron entr e si 

comenzar a cobrar tarifas injustificadas. Añade que  estas 

agencias que decidieron, unilateralmente, comenzar a cobrar 

a las exportadoras por la realización de un mero tr ámite 

impuesto también, unilateralmente, como requisito p ara el 

embarque de las mercaderías representan un alto por centaje 

del total de la carga que sale de nuestro país.   



Los servicios que cobran se refieren fundamentalmen te a la 

obtención del visto bueno en el DUS, pero adicional mente 

incluyen otros supuestos servicios al exportador co mo 

recepción y revisión de la matriz del conocimiento de 

embarque provisorio, con respecto al llamado "booki ng" de 

carga y DUS, eventuales correcciones al conocimient o de 

embarque hasta 24 horas del zarpe de la nave, y emi sión de 

tres copias no negociables adicionales.   

En opinión de la asociación denunciante, ninguno de  estos 

rubros constituyen verdaderamente servicios que las  

agencias de naves dan al exportador; se trataría má s bien 

de prestaciones inútiles e injustificadas, que de t ener 

algún tipo de fundamento, el mismo se encontraría 

indisolublemente ligado a las obligaciones propias de la 

compañía naviera, estando por ellas implícitas en e l propio 

contrato de transporte. Señala que tradicionalmente  han 

sido las propias empresas e xportadoras las que han  llenado 

estos documentos y dicha costumbre no puede usarse ahora, 

cobrándoles bajo pretexto de revisión del contenido  de esos 

documentos, existiendo, además simultaneidad en el inicio 

del cobro y de los precios.   

Indica, también que existen otros cobros adicionale s, 

impuestos unilateralmente por las agencias de naves , 

conjuntamente con el anterior; como por ejemplo, 

correcciones, servicios fuera de horarios, certific ados. 

etc.Indica, también que existen otros cobros adicio nales, 

impuestos unilateralmente por las agencias de naves , 

conjuntamente con el anterior; como por ejemplo, 

correcciones, servicios fuera de horarios, certific ados. 

etc.   

En seguida, la Asociación de Exportadores reseña al gunas 

particularidades de los nuevos cobros implantados p or los 



agentes navieros, entre las cuales pueden destacars e las 

siguientes: simultaneidad; similitud de los precios  por 

visto bueno del DUS; similitud en la estructura de precios 

de los nuevos cobros, distintos al DUS; idéntica sa nción en 

el caso de no pago; formas en que se dieron a conoc er a los 

exportadores y agentes de aduana; arbitrariedad en los 

conceptos cobrados: falta de prestación de servicio s y 

distinciones entre servicios sin fundamento; y 

discriminación entre distintos exportadores sin bas e 

objetiva alguna.   

Destaca que la igualdad de castigo por no pago es m uy 

importante pues demuestra la existencia de una polí tica 

concertada entre las agencias navieras. Agrega que en todos 

los casos, con la excepción de las grandes exportad oras, 

que han logrado ser eximidas, la forma de exigir el  

cumplimiento del pago de estos servicios, ha sido n egar el 

embarque de la mercancía que se pretende exportar. Las 

agencias sólo aceptan el pago del visto bueno cance lando en 

efectivo o mediante cheque nominativo al día. En ot ro 

aspecto, destaca la relevancia económica de la mate ria en 

discusión y de la conducta imputada, señalando al e fecto la 

existencia de:  

a.- Concertación. Acuerdos horizontales de precios:  señala 

que se está en presencia de una igualdad de precios , cuyos 

indicios más claros son la simultaneidad en la époc a en que 

ocurrió el alza, similitud de las nuevas tarifas fi jadas 

por la empresa, y que no existe ninguna racionalida d 

económica para explicar esos valores;   

b.- Abuso de posición dominante: esta se habría eje rcido 

por las agencias navieras, ya que al momento de exi gir un 

pago adicional al pactado entre la exportadora y la  empresa 

naviera, el afectado no tiene ninguna posibilidad d e 



recurrir a otro proveedor del mismo servicio. En ef ecto, no 

existen fletes alternativos que cumplan con los req uisitos 

de fechas, rutas y tipos de carga comprometidas;   

c.- Precios abusivos: falta de transparencia y ause ncia de 

justificación de los nuevos cobros. Esto se refleja ría en 

la negativa de las agencias navieras de informar 

oficialmente estos nuevos cobros, para hacerlo verb almente 

y exigiendo el pago a algunos y no a otros. En el c aso del 

cobro por el visto bueno, los hechos demuestran que  no hay 

servicios prestados a las exportadorasc.- Precios a busivos: 

falta de transparencia y ausencia de justificación de los 

nuevos cobros. Esto se reflejaría en la negativa de  las 

agencias navieras de informar oficialmente estos nu evos 

cobros, para hacerlo verbalmente y exigiendo el pag o a 

algunos y no a otros. En el caso del cobro por el v isto 

bueno, los hechos demuestran que no hay servicios p restados 

a las exportadoras, ya que no sólo no es trámite 

obligatorio sino que además es inútil; y, en cuanto  al 

cobro por "fuera de horario", este recargo lo es po r 

presentar el trámite fuera del horario preestableci do, pero 

que en todo caso está dentro del horario hábil de p leno 

funcionamiento de las agencias navieras; y   

d.- Discriminación arbitraria: ello por cuanto las grandes 

exportadoras habrían logrado ser eximidas de estos pagos.   

Termina solicitando que se acoja la denuncia y se d ictamine 

que los cobros denunciados son nulos y contrarios a  las 

normas de la libre competencia, y que se prohíba a las 

denunciadas y a sus filiales continuar imponiendo l os 

cobros denunciados, por ser ellos nulos y contrario s a las 

normas de la libre competencia, que se condene a lo s 

infractores a las máximas sanciones establecidas en  el 

Decreto Ley N° 211, más las costas de la causa.   



El Tribunal de Defensa de la Libre Competencia traj o los 

autos en relación, y en la sentencia, que rola a fo jas 

5.841 y siguientes, acogió el requerimiento de la F iscalía 

Nacional Económica y la denuncia de Asoex en contra  de 

SAAM, ULTRAMAR, AGUNSA, A.J.Broom y Cía., e Ian Tay lor Cía 

S.A. imponiéndoles sendas multas por los montos ya 

señalados.  

A fojas 5885, se dedujo Reclamación por la Fiscalía  

Nacional Económica, en la que se hace referencia a los 

hechos de la causa, recogidos por los sentenciadore s, y 

luego añade que, pese a acoger gran parte de los 

requerimientos de la Fiscalía Nacional Económica, l a 

sentencia no hace mención alguna a las circunstanci as que 

han de considerarse para la determinación de la mul ta en 

los procesos de defensa de la libre competencia, ta l como 

lo exige el artículo 26 inciso final del Decreto Le y Nº 

211. Agrega que esto se ve agravado porque en el pr oceso 

existen antecedentes suficientes, incluyendo el pro pio 

requerimiento de la fiscalía, además de la denuncia  de los 

exportadores, para que el tribunal pudiese haber re alizado 

el análisis requerido por el legislador.   

Señala las principales circunstancias determinantes  de la 

multa, que constan en el proceso, son a saber: el b eneficio 

económico obtenido por las requeridas, la gravedad de la 

conducta, y el daño causado a la libre competencia,  a las 

víctimas "exportadores-, al mercado relevante del 

transporte marítimo en régimen de conocimiento de e mbarque, 

y a la economía, modelo exportador del país competi tividad 

de exportaciones. Luego señala cómo el detalle de e stas 

circunstancias han confluido en la especie.   

Añade que en la aplicación de las multas el Tribuna l no 

sólo no consideró la cuantía de las mismas, solicit ada por 



la Fiscalía Nacional Económica, pues el monto de el las 

fueron considerablemente inferiores, sino que ademá s no se 

pronunció en parte alguna sobre las razones y 

circunstancias precisas que la misma Fiscalía Nacio nal 

Económica esgrimió y acreditó como fundamento de su  

petición. A vía de ejemplo señala que, según el Ser vicio de 

Aduanas, durante el 2001 se tramitaron más de 280 m il 

declaraciones de exportación, por lo que si se cons idera 

una tarifa promedio de 26,5 dólares por cada visto bueno, 

el monto que podrían obtener ilegítimamente las den unciadas 

sería superior a 4 millones de dólares al año.   

Considera igualmente, que no se puede obviar que de sde la 

fecha en que se iniciaron los cobros, entre marzo y  abril 

del año 2002, reconocido en la sentencia, y hasta l a fecha 

del fallo, los mismos se han seguido produciendo 

transcurridos más de cuatro años, lo que representa  un gran 

daño patrimonial a los exportadores y a la competit ividad 

de éstos y del país.   

Indica que también debe considerarse que los Docume ntos 

Únicos de Salida marítimos constituyen un 70% del v olumen 

total de documentos de exportación, y un 90% si se mide en 

valor FOB, por lo que es muy relevante la exportaci ón por 

vía marítima como primera modalidad para este tipo de 

comercio desde nuestro país, por lo que la conducta  

sancionada por el tribunal ha sido de tal gravedad 

(artículo 26) que ha afectado a la principal vía de  

exportación de los productos chilenos al exterior.   

Se agrega, además, que por ello se señaló en el 

requerimiento que, de no sancionarse oportunamente a las 

agencias navieras, la conducta podSe agrega, además , que 

por ello se señaló en el requerimiento que, de no 

sancionarse oportunamente a las agencias navieras, la 



conducta podía constituirse en una costumbre mercan til, 

aplicable en el comercio marítimo a todo aquél que requiera 

el servicio de transporte en régimen de conocimient o de 

embarque, dañando seriamente las condiciones de com petencia 

efectiva, al distorsionar la orientación natural, l ibre y 

eficiente que debe primar en este mercado.   

Hace presente, por otra parte, que las conductas co metidas 

por las requeridas, se han repetido en los principa les 

puertos privados del país, respecto de actividades 

exportadoras de alta significación nacional, como s on las 

frutas, el salmón, y los vinos, imponiendo a las 

exportaciones gravámenes improcedentes, que en defi nitiva 

han puesto a Chile -en los mercados internacionales - en una 

situación menos competitiva de la que hubiere sido posible 

sin la existencia de los cobros impuestos por las a gencias 

navieras, afectando gravemente el retorno de las 

exportaciones; por lo que se debió imponer una mult a más 

gravosa, con el objeto de impedir real y eficazment e la 

reincidencia y los efectos anticompetitivos de la c onducta 

sancionada.   

Expresa que la sentencia no contiene fundamentos de  hecho, 

de derecho ni económicos con arreglo a los cuales s e 

pronuncia.   

Añade que para la Fiscalía Nacional Económica la cu antía de 

las multas es del máximo interés ya que constituye la 

principal sanción a los infractores.   

Finaliza solicitando que se eleven las multas aplic adas a 

cada una de las sancionadas a 1000 UTA, o a la suma  que la 

Corte se sirva fijar y complementar dicho fallo con  el 

señalamiento preciso de las circunstancias consider adas 

para la determinación de dichas sanciones, con cost as.   



A fojas 5.894 ,  AGUNSA, deduce reclamo en contra del ya 

referido fallo señalando que en él se ha incurrido en una 

serie de vicios y errores que, de no haber existido , 

habrían permitido concluir en el rechazo de la recl amación 

y denuncia deducida en autos.   

Afirma que la sentencia postula que las agencias de  naves 

requeridas habrían incurrido simultáneamente en la figura 

de colusión y abuso de posición dominante, y el hec ho 

esencial sobre el que se sustenta el fallo, es que los 

"Servicios Documentales Integrales" (S.D.I) habrían  sido 

impuestos por las agencias de naves a los exportado res, sin 

darles a éstos la posibilidad de optar también por el 

servicio anterior, esto es, poder pagar por cada un o de los 

servicios por separado. Así, la sentencia, razona s obre la 

base que la supuesta concertación de las agencias d e naves, 

habría consistido en coordinarse para imponer como única 

alternativa de cobro los "SDI" y, a su turno, que t al 

concertación habría permitido a los agentes gozar d e una 

posición dominante que individualmente no tendrían,  

abusando de ella al imponer como único, el referido  sistema 

de cobro.   

Sostiene además, que en el fallo se concluyó que ha bría 

habido concertación entre las denunciadas, lo que s e 

demostraría en la simultaneidad en el inicio de la 

implementación de los Servicios Documentales Integr ales, en 

la similitud de los montos cobrados y motivación.   

Explica que en cuanto a la configuración del supues to abuso 

de posición dominante, la sentencia señala que tal 

posición, si bien no sería detentada por las agenci as de 

naves por separado, habría sido posibilitada por la  

concertación entre las mismas.   



Luego analiza los vicios y errores de la sentencia,  

señalando entre ellos los siguientes:   

A.- no es efectivo que AGUNSA haya impuesto a los 

exportadores como única alternativa los "SDI", pues  este 

servicio constituyó únicamente una alternativa adic ional a 

la cual libremente podían optar los exportadores.   

Aduce que tal aseveración constituye un error del f allo que 

deja a su parte en la indefensión, pues era circuns tancia, 

esto es, determinar si AGUNSA y las demás agencias de 

naves, mantuvieron o no el sistema anterior de cobr o por 

separado al momento de implementar los "SDI", jamás  fue 

punto controvertido en la interlocutoria de prueba.  Es 

decir, en ningún momento la discusión se planteó en  torno a 

si, al implementar estos servicios integrales, las agencias 

de naves eliminaron la alternativa de poder pagar 

individualmente por los servicios prestados por ést as. De 

haber sido así, su parte hubiera podido probar que ambos 

sistemas han coexistido en todo momento.   

Añade que la discusión siempre versó en cuanto a la  época 

en que las agencias habrían iniciado el cobro en fo rma 

individual y la fecha en que comenzó el cobro globa l, y 

ello se explica si se considera que la tesis de la fiscalía 

no fue que se habría implementado una modalidad nue va y 

abandonado una anterior, sino que la Fiscalía postu ló que 

las agencias de naves no habrían estado facultadas para 

efectuar cobro alguno a los exportadores, con indep endencia 

de la modalidad en cuestión.   

Argumenta que, por lo demás, así consta del mérito del 

proceso y de la interlocutoria de prueba, en la que  se fijó 

como punto controvertido: la época en que cada una de las 

agencias de naves comenzó a cobrar por servicios 

documentales; época en que comenzaron a ofrecerse s ervicios 

Comentario [T1]: ¿repusieron
? 



documentales integrales. Indica que en ningún caso se 

planteó si uno reemplazó al otro, agregando que acr editará 

en esta Corte la coexistencia de ambos sistemas.   

En cuanto a las pruebas que cita la sentencia, 

específicamente, en lo referente a dos cartas, mani fiesta 

que, además de no expresar lo que la sentencia sost iene, 

ellas aluden a agencias de naves completamente dist intas y 

ajenas a AGUNSA.   

Explica que, de eliminarse este error, desaparecerí a el 

supuesto fáctico sobre el cual se ha pretendido con struir 

las conductas contrarias a la libre competencia, el lo por 

cuanto al no tratarse de una imposición a los expor tadores, 

desaparecería cualquier posibilidad de abuso o impo sición 

legal.   

b.- señala, asimismo, que constituye un grave error  de 

derecho el postular la coexistencia y complementaci ón de 

figuras jurídicas excluyentes como son la colusión y abuso 

de posición dominante, explicando que se incurre en  un 

error de derecho al dar por establecidas dos figura s 

jurídicas de libre competencia que en su esencia so n 

incompatibles y excluyentes entre sí, como son Colu sión 

Tácita y Abuso de Posición Dominante.   

Expresa que en la sentencia se dice: " En resumen, 

existiendo una posición dominante de carácter no ab soluto, 

se requirió reforzarla con un acuerdo colusorio"; y  luego 

agrega que "Este tribunal estima que la conducta in dividual 

se ve posibilitada, reforzada y agravada por el acu erdo..". 

Es decir, arguye, que el fallo reconoce tácitamente  que no 

existe una posición dominante de parte de las agenc ias de 

naves y decide superar este inconveniente complemen tándola 

con la figura de la concertación, sin reparar que a mbas son 

Comentario [T2]:  
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absolutamente incompatibles y excluyentes, y que ta mpoco 

cabe construir figuras híbridas.   

Expresa que la "posición dominante" supone necesari amente 

una estructura de mercado donde no hay propiamente 

competencia, o si se quiere, los consumidores no di sponen 

de reales alternativas, pues existe una empresa que , dado 

su poder, puede comportarse como un virtual monopol io.   

Por otra parte, en lo que dice relación con la colu sión, 

señala que en ella, la estructura de mercado es inv ersa: se 

supone que no hay una empresa que pueda actuar como  virtual 

monopolio, sino que existiría un conjunto de empres as que 

compiten fuertemente entre sí y que merced a un acu erdo 

dejan de rivalizar entre ellas para así poder cobra r un 

precio de cartel. Por lo anterior, son figuras jurí dicas 

que no pueden complementarse, sino que son ilícitos  que 

aplicarán en uno u otro caso, dependiendo de cuál s ea 

efectivamente la estructura de mercado analizada.   

A mayor abundamiento, cita el texto legal del artíc ulo 3 

del Decreto Ley Nº 211, que distingue ambos casos e n las 

letras a y b, agregando que la sentencia, si bien d ice que 

el caso de autos no está construido sobre extremos 

teóricos, la circunstancia que dos figuras sean 

incompatibles y excluyentes entre sí, está lejos de  

constituir un extremo teórico.   

c.- la sentencia omite consignar que el supuesto ab uso de 

posición dominante, requerido y denunciado, se fund amentó 

en interpretaciones contractuales de suyo reservada s a la 

justicia ordinaria.   

Dice que la totalidad de las alegaciones de posició n 

dominante y su supuesto abuso, se fundan expresamen te en 

interpretaciones de las cláusulas contractuales de los 



contratos suscritos entre los exportadores y las co mpañías 

navieras (que ni siquiera son partes en este proces o), y 

entre éstas últimas y las agencias de naves.   

Agrega que la Fiscalía Nacional Económica no cuesti ona que 

los valores cobrados sean excesivos, sino que lo qu e hace 

es interpretar los referidos contratos para conclui r que 

cualquier cobro que pretendan efectuar las agencias  de 

naves a los exportadores, serían improcedentes en s u 

integridad. Ello se fundamenta en que los valores c obrados 

por las agencias de naves ya han sido pagados por é stas a 

las compañías navieras con ocasión de los contratos  de 

transporte marítimo: así, habría un doble pago, pri mero a 

la compañía naviera y luego a la agencia de naves. Indica 

que éste fue un tema latamente invocado en el reque rimiento 

y al cual las requeridas también extendieron sus de fensas. 

Pese a lo anterior, la sentencia omite señalar que la 

fundamentación de la denuncia y del requerimiento, 

provienen de interpretaciones contractuales, como t ampoco 

menciona la improcedencia de aquello. A continuació n 

transcribe algunos pronunciamientos de los órganos de la 

libre competencia en que se reitera esta improceden cia.   

d.- no existe antecedente alguno que permita conclu ir o 

presumir definitivamente que AGUNSA ha actuado 

concertadamente y menos que la colusión tácita que se le 

pretende atribuir, haya tenido un objeto o intenció n 

dolosa. Esto es de suyo importante, por cuanto el a rtículo 

3º letra a) del Decreto Ley Nº 211, exige acreditar  que las 

actuaciones cuestionadas hayan sido realizadas 

concertadamente y con la intención positiva de obte ner un 

determinado resultado (dolo). Así, no son aptas par a 

decretar sanciones, la constatación de simples cond uctas 

aparentemente similares, que no permiten concluir 
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definitivamente una actuación concertada y dolosa. Al 

efecto cita jurisprudencia de esta Corte.   

Controvierte que haya colusión y al respecto dice q ue:   

(1) la circunstancia que su parte haya establecido la 

modalidad de cobro de los Servicios Documentales In tegrales 

en el mes de abril de 2002, se explica únicamente y  tal 

como consta en la sentencia, en que otros agentes d e naves, 

en los meses de marzo y abril del mismo año, introd ujeron 

previamente dicho servicio a la industria, como una  

respuesta a las crecientes solicitudes de los expor tadores 

en relación con la documentación emitida por las ag encias. 

Cita doctrina sobre este punto;   

(2) en cuanto a la similitud de los cobros y concep tos que 

ellos tienden a ser similares, por cuanto los servi cios 

prestados por las agencias de naves son altamente 

homogéneos y estandarizados. Menciona un dictamen d e la 

Honorable Comisión Preventiva Central que los calif ica así, 

y cita un fallo de esta Corte sobre precios similar es de un 

producto.   

Sin perjuicio de ello, señala que la similitud en l os 

cobros no es tan cercana como se presenta, y alude a un 

informe económico elaborado por el economista Jorge  Quiroz 

(a fojas 2.537), donde se establece que los precios  

cobrados por las requeridas, por los servicios menc ionados, 

diferían hasta en alrededor de un 30 %. , sin que l a 

sentencia se haga cargo de ello;   

(3) también destaca que en la denuncia de ASOEX, se  

pretendió construir la supuesta colusión en que las  

agencias habrían impuesto idénticas sanciones por e l no 

pago de los servicios y, al respecto, durante el pr oceso se 

acreditó que ni AGUNSA ni las demás agencias habría n 
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aplicado la sanción que la denunciante sostuvo en s u 

presentación; y   

(4) por último, la Fiscalía Nacional Económica en s u 

requerimiento manifestó que tendría en su poder y 

acompañaría evidencias que acreditarían la colusión  

alegada; sin embargo, no acompañó ningún antecedent e de 

aquellos que supuestamente le habrían permitido con struir 

su requerimiento.   

Termina solicitando que se deje sin efecto la sente ncia 

recurrida y se rechace el requerimiento.   

A fojas 5.920 , corre agregada reclamación de Ian Taylor y 

Compañía S.A., en la que se refiere, en primer luga r, a la 

parte resolutiva de la sentencia impugnada y, en se gundo 

lugar, hace una descripción de los distintos pasos que 

sigue la cadena del transporte marítimo en una expo rtación 

a través de un servicio naviero de línea, que es 

propiamente la materia de autos. Dentro de esto últ imo, 

explica que en la gran generalidad de los casos, se a por 

errores, extravíos, requerimientos especiales de la s cartas 

de crédito, etc., los embarcadores o sus agentes re quieren 

al agente de naves la emisión de certificados de va riada 

naturaleza, correcciones a los conocimientos de emb arque, 

copias no negociables adicionales del conocimiento de 

embarque, reemplazo o reemisión de conocimientos de  

embarque, cambios de destino, etc., y, muchas veces , por la 

dinámica del transporte, ello ocurre fuera de los h orarios 

normales de atención de público por parte de la age ncia; 

todas estas circunstancias, ajenas enteramente al s ervicio 

a que contractualmente está obligado el agente y el  naviero 

y, ante la sistemática reiteración de este tipo de 

peticiones, cuyo cumplimiento obviamente significa una 

sobrecarga de trabajo y un costo para el agente, su  parte 



determinó hace algunos años que se empezara a cobra r a los 

embarcadores por este tipo de servicios, como lo ha ce 

cualquier empresa o autoridad pública y así, en jun io del 

año 2001 comenzó a aplicar tarifados y en marzo de 2002, al 

igual que las otras empresas, optó por estructurar un 

tarifado doble que comprendía servicios individuale s o 

alternativamente -a requerimiento del interesado-, un 

paquete de servicios denominado "Tarifa de Servicio  de 

Exportación" que involucraba todos los servicios 

mencionados y otros adicionales, a fin de mejorar l a 

gestión de exportación, en beneficio del propio exp ortador.   

A continuación se refiere al fallo recurrido, señal ando que 

el Tribunal no ha ponderado debidamente la prueba, pues si 

bien es efectivo que debe ponderar los antecedentes  

conforme a las reglas de la sana crítica, ello no s ignifica 

que esté liberado de la obligación de construir su opinión 

en base a la prueba rendida, a criterios objetivos y dar 

razón de sus conclusiones conforme a la misma.   

Agrega que el fallo da por acreditados ciertos hech os sin 

referencia a los medios de prueba y a de qué manera  estos 

razonablemente en realidad prueban o no el hecho, 

recurriendo simplemente a referirse a las reglas de  la sana 

crítica o similares, lo que no se compadece con el extenso 

volumen de pruebas aportadas por su parte.   

A continuación, explica lo que, en su concepto, con stituye 

la apreciación de la prueba conforme a las reglas d e la 

sana crítica.  

Posteriormente hace referencia a la circunstancia q ue la 

sentencia afirma, a propósito de la contratación de l agente 

por el naviero, que el embarcador "no tiene opción de 

elegir a ninguna otra agencia", lo cual si bien es 

efectivo, no tiene trascendencia ni relevancia sufi ciente 
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para la materia en discusión, pues tanto en Chile c omo en 

el extranjero, los navieros emplean a un solo agent e, ya 

que de no ser así, el resultado sería caótico.   

Respecto a lo que se dice en el considerando 32, en  

relación a que las agencias iniciaron simultáneamen te el 

cobro por Servicios Documentales Integrales, entre marzo y 

abril del 2002, lo que antes se realizaba como func iones 

propias del servicio de transporte ofrecido y sin c osto, 

hace dos comentarios: a) que el cobro en cuestión n o tiene 

relación con las obligaciones documentales que impo ne el 

contrato de transporte marítimo; y b) que no es efe ctivo 

que con anterioridad al 2002 su parte no efectuara cobros. 

Al respecto, expresa que basta revisar la prueba ap ortada 

al efecto, en particular, la acompañada al escrito de fecha 

11 de enero de 2006.   

A continuación se refiere a la afirmación de la sen tencia 

en cuanto a que en el expediente no existiría const ancia 

del carácter opcional de los servicios "Tarifas de 

Exportaciones Agencia" (TEA) y que ellos hubiesen s ido 

solicitados por un exportador, citando unas cartas que no 

dicen relación con su parte. Sobre esto alude al ta rifado 

transcrito en el libelo de fecha 28 de abril de 200 3, donde 

figura el TEA como cobro opcional y distinto de los  demás 

servicios allí señalados, y si se analiza, se verá que es 

mucho más conveniente para el exportador.   

Luego, en el considerando 34, se haría una simple a lusión a 

la sana crítica, dando por establecida la existenci a de una 

supuesta imposición concertada, sin dar razón concr eta como 

no sea la referencia a dichos basamentos. El tribun al funda 

su conclusión en situaciones circunstanciales, las cuales 

ni siquiera se aplican a su parte. También se desli za la 

idea que el embarcador es una suerte de "cautivo" d el 
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agente, lo que no constituye ilegalidad ni irregula ridad 

alguna, sino más bien la realidad legal y fáctica, lo que 

además la hace aparecer en el fallo como circunstan cia 

agravante.   

A continuación analiza el considerando 36, donde el  

tribunal expone dos elementos que a su juicio sirve n de 

base para configurar la conducta supuestamente repr ochable, 

la simultaneidad en los cobros y la similitud de lo s montos 

cobrados, dejando de lado los elementos esenciales que 

explican esta circunstancia. En seguida se pregunta  por 

qué, si la Fiscalía Nacional Económica o el Tribuna l 

estimaron esta modalidad tan singular o fuera de lu gar, no 

se investigó la conducta de la generalidad de las a gencias 

y sólo se limitaron a las denunciadas.   

Expresa, en cuanto al análisis teórico que hace el tribunal 

para enmarcar la conducta supuestamente reprochada -

constituir el abuso de posición dominante y el acue rdo 

colusorio- que no se habría considerado los siguien tes 

aspectos:   

a.- Que no existe prueba concreta alguna de la supu esta 

colusión;   

b.- Que las únicas pruebas que considera el tribuna l son 

las circunstancias ya analizadas, olvidando que par a el 

acto colusorio se necesita la voluntad conjunta de los 

partícipes, así como la decisión conjunta de adopta r la 

práctica, elementos que no pueden tenerse por demos trados 

sólo con la simultaneidad y similitud de l os cobro s; y   

c.- Que nada se dice respecto de la justificación d e los 

cobros individuales y no por "paquetes", los que de ben 

considerarse legítimos porque suponen un servicio c oncreto 

cuya prestación tiene un costo para la agencia que,  de 
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estimarse improcedente, se estimularía el abuso y l a falta 

de corrección en la tramitación documentaria por pa rte de 

los agentes de aduana.   

Finalmente, hace referencia a que si bien los Servi cios 

Documentales Integrales serían injustificados para el 

tribunal, los mismos servicios que integran el paqu ete 

individualmente considerados no lo serían; de lo co ntrario 

no se explica la absolución de Marítima Valparaíso S.A. que 

también efectuó los cobros, pero que empezó a hacer lo más 

tarde; luego no puede existir reproche a los cobros  porque 

de lo contrario también debió sancionar a Marítima 

Valparaíso, por lo que, en su opinión, debió absolv erse a 

su parte.   

Por último, en cuanto a la sanción, expresa que el fallo 

reclamado acoge la denuncia y el requerimiento, per o no 

dice en cuanto a qué, no obstante que la denuncia y  el 

requerimiento contienen una larga exposición de div ersas 

conductas que se atribuyen a su parte, de las cuale s al 

parecer sólo estaría considerado lo que se califica  como 

abuso de posición dominante; por lo tanto, si se es timó 

reprochable sólo una de las conductas, estima que n o debió 

condenársela en costas.   

Finaliza solicitando que se deje sin efecto la mult a y la 

condenación en costas o, en subsidio, reducir el mo nto de 

la misma, absolviéndola de las costas y, en subsidi o de lo 

anterior, eximirlo sólo del pago de las costas.   

Afojas 5.932 , A.J. Broom y Cía. S.A.C. deduce recurso de 

reclamación en contra de la ya referida sentencia, 

pronunciándose respecto de la denuncia efectuada po r Asoex, 

lo que ella comprendió: al requerimiento, a la rece pción de 

la causa a prueba, y a las probanzas rendidas por s u parte.   



En primer lugar se refiere a las conclusiones que e n su 

concepto, se obtendrían de la prueba rendida; es as í como, 

en lo que dice relación con el primer punto de prue ba, 

manifiesta que los servicios documentales han exist ido 

desde hace mucho tiempo y que en abril de 2002, hub o una 

reestructuración tarifaria, añade que en 1999, se p roduce 

una organización de estos servicios documentales, 

determinando el correspondiente tarifado y, en abri l de 

2002, se realizó una reorganización traducida en el  

establecimiento de los Servicios Documentales Integ rales, 

debido al "boom exportador", consecuencia de lo cua l 

surgieron muchos exportadores de los más diversos 

productos, quienes eran incapaces de llevar adelant e el 

procedimiento con el debido orden, por lo que desca nsaron 

en los agentes de naves.   

Añade esta reclamante que ha publicitado suficiente mente 

los cobros de los Servicios Documentales Integrales , al 

menos desde el año 1998.   

Menciona que estos servicios documentales consisten  

fundamentalmente en la corrección del conocimiento de 

embarque, reemisión de los mismos, "originalización " de 

ellos, cambios de destino, emisión de certificados y 

habilitación de oficina para el visto bueno del DUS  fuera 

del horario.   

Agrega que a partir del año 2002, cada exportador y  su 

agente de aduanas disponen de las siguientes altern ativas: 

a) organizar sus embarques a través de sus propios 

departamentos y agentes de aduana, presentando todo  a 

tiempo y en orden, lo cual no da lugar a servicio n i cobro 

alguno; b) requerir los servicios documentales por 

separado, recibiendo el cobro de la misma forma; y,  

finalmente, c) optar por los Servicios Documentales  



Integrales. Así, el exportador/agente de aduanas, e lige la 

alternativa que estime más conveniente, ocurriendo que 

quienes estén menos preparados optan por los Servic ios 

Documentales Integrales porque les resulta más econ ómico.   

 En seguida, en lo que se refiere, al segundo punto  de 

prueba, expresa que la necesidad de tales servicios  

documentales y el timbre en el DUS, dependen de lo que 

requiere el exportador y/o su agente de aduanas, 

fundamentalmente, en función a los requerimientos 

formulados por los terminales/puertos, en cuanto a exigir 

tal visto bueno para el ingreso de las mercaderías,  como 

forma de cerciorarse que las que ingresan al puerto  cuentan 

con una reserva de espacio y por consiguiente, será n 

oportunamente embarcadas, fuera de ser conducidas a l 

"stacking" que corresponda.  

Agrega que el cobro de estos servicios puede ser al  contado 

o a plazo, emitiendo una factura que queda sujeta a l 

posterior pago, siendo muchas las que no se pagan, por lo 

que han debido posteriormente ser anuladas o emitir se una 

nota de crédito a fin de solucionar el problema que  se 

genera respecto del IVA   

Explica que no todos los terminales, sean públicos o 

privados, mono o "multioperadores", han exigido el visto 

bueno en el DUS, la situación ha variado de puerto en 

puerto y a través del tiempo.   

Concluye que el pago de los servicios documentales y el 

visto bueno en el DUS por las agencias de naves, no  es una 

condición necesaria para el ingreso de las mercancí as a los 

puertos ni para que estas puedan ser embarcadas y, por 

consiguiente, exportadas.   



Respecto del tercer punto de prueba, en opinión del  

reclamante la carga probatoria le corresponde a la 

denunciante, a sus coadyuvantes y a la Fiscalía Nac ional 

Económica, sin perjuicio de la abundante prueba ren dida por 

las denunciadas para desvirtuarlo.   

En cuanto al cuarto punto de prueba, concluye que l a oferta 

de los servicios proviene de las agencias de naves,  al 

tiempo que la demanda proviene de los exportadores y/o sus 

agentes de aduana, según su mayor o menor idoneidad  para 

organizar el proceso exportador.   

Después analiza pormenorizadamente la sentencia rec urrida, 

refiriéndose, en primer término, a su razonamiento vigésimo 

sexto, en el cual se menciona a los actores que par ticipan 

en este mercado; y en el motivo siguiente, concluye  que el 

fallo se involucró de lleno en una interpretación d el 

contrato de agenciamiento de naves, proyectando sus  efectos 

al proceso completo de exportación, en circunstanci as que, 

como el propio considerando lo reconoce, el referid o 

contrato es celebrado entre el principal o mandante  y el 

agente de naves en calidad de mandatario, como asim ismo 

teniendo presente que en esta causa sólo han sido p artes 

los exportadores, sus coadyuvantes, las agencias de  naves y 

la Fiscalía Nacional Económica, pero no los mandant es o 

principales de las agencias de naves, es decir, las  

navieras.   

Agrega que se están proyectando los efectos de esta  

sentencia a quienes no han sido emplazadas en la ca usa, a 

saber, los transportadores en el contrato de transp orte 

marítimo de mercaderías, lo cual atenta contra el p rincipio 

del debido proceso, ya que nadie puede ser afectado  sin ser 

oído, pues en este considerando se dijo que los 

transportadores o principales de los agentes de nav es están 
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obligados a proveer al mandatario de todo lo necesa rio para 

la ejecución del mandato y de reembolsarle los gast os 

razonables causados por dicha ejecución, incluyendo  en este 

ítem, todas las operaciones relacionadas con el tra nsporte 

marítimo y la estadía del buque en puerto, en 

circunstancias que como quedó claro, los servicios 

documentales cuestionados no forman parte de los ef ectos 

propios del contrato.   

Respecto del motivo vigésimo octavo, en opinión del  

recurrente, en él se incurre en dos errores al nega r la 

posibilidad de una relación contractual entre el ex portador 

con el agente de naves, que es lo que precisamente ocurre 

respecto de los servicios documentales, y asume que  un 

mandatario siempre tiene que actuar en representaci ón de su 

mandante, lo que no es efectivo conforme a lo dispu esto en 

el artículo 2151 del Código Civil y 254 del Código de 

Comercio.   

En lo que dice relación al fundamento trigésimo seg undo, se 

reconoce en él que con anterioridad a los meses de marzo y 

abril del año 2002, las agencias de naves ofrecían 

servicios documentales específicos, con tarifas 

determinadas, es decir, la licitud de tales cobros;  y luego 

se alude al "nuevo" cobro, con lo cual se reconoce que con 

anterioridad existía cobro, habiendo estos Servicio s 

Documentales Integrales representado sólo una alter nativa 

para los exportadores.   

Respecto de lo concluido en el motivo trigésimo ter cero, 

expresa que ello significa simplemente prescindir d e la 

abundante prueba rendida en autos, de la que se dem ostró 

que los exportadores tienen tres alternativas: no r equerir 

servicios documentales, requerirlos por separado o 

requerirlos en forma integral. Así, se acompañaron miles de 
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facturas por cobros de los servicios integrales e 

individuales, y también facturas no pagadas.   

En cuanto al considerando trigésimo cuarto, manifie sta que 

él se refiere al análisis del caso conforme a las r eglas de 

la sana crítica, haciendo referencia a lo que ello 

significa, citando al efecto el Código del Trabajo,  y 

concluyendo que la sentencia no cumple con los 

requerimientos de dicha normativa, simplemente se h a 

prescindido y no se ha ponderado la prueba, con lo cual se 

infringen las normas reguladoras de la misma. Añade  que en 

este caso, no se ha acreditado el dolo ni que haya existido 

una actuación concertada voluntaria, puesto que com o se 

explicó, tratándose de agencias de naves, los servi cios que 

prestan son esencialmente idénticos, por lo que res ulta 

razonable que formulen cobros análogos, aún cuando se han 

acreditado diferencias. Cita al respecto la jurispr udencia 

de esta Corte respecto de la causa seguida contra l as 

empresas distribuidoras de combustibles.   

Refiriéndose al motivo trigésimo quinto expresa que  

reconoce la posibilidad de que un exportador pueda 

contratar y pagar los servicios adicionales, que pu eda 

haber servicios adicionales, que el servicio pueda ser 

solicitado y que lo reprochable es la imposición a un 

cliente cautivo; estimando, el reclamante, que esto  último 

no es efectivo, por cuanto los cobros no han sido 

impuestos, sino requeridos dentro de una gama de 

alternativas, por lo que han debido remunerarse al margen 

de las obligaciones que las agencias de naves tenga n en 

virtud de un contrato de agenciamiento, con lo cual  

nuevamente la sentencia califica e interpreta los 

contratos.   
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Explayándose respecto del basamento trigésimo sexto , el 

reclamante reitera lo relativo a la ponderación de la 

prueba y en cuanto a la simultaneidad y similitud d e los 

cobros.   

Refiriéndose a los fundamentos trigésimo séptimo a 

cuadragésimo segundo, manifiesta que la sentencia e ntra 

aquí en una suerte de mezcla de las imputaciones de  acuerdo 

horizontal de precios y abuso de posición dominante , 

repitiendo lo que dicen los mencionados considerand os, 

agregando que el tribunal no dio por establecido, 

individualmente considerados, el acuerdo colusorio ni el 

abuso de posición dominante a que alude, sino que h izo una 

mezcla de ellos, no obstante que las dos imputacion es son 

incompatibles.   

En cuanto al motivo cuadragésimo tercero, señala qu e le 

parece de especial gravedad -al margen de que el tr ibunal 

reitere su conclusión en cuanto a que se configuró una 

concertación entre las agencias de naves para el co bro de 

los servicios documentales integrales- que la denun ciada 

Marítima Valparaíso, por la sola circunstancia que inició 

los cobros de los servicios con posterioridad, y po r 

tarifas menores, estaría legitimada para efectuar d ichos 

cobros, de lo que se concluye que el cobro no es il ícito 

per se, y si lo fuera, no se explica cómo la referi da 

agencia Marval pueda seguir haciéndolo.   

 A continuación el reclamante expresa que la senten cia 

recurrida conlleva una aplicación retroactiva de la s 

modificaciones introducidas al Decreto Ley Nº 211, por la 

Ley Nº 19.911, de 14 de noviembre de 2003. Agrega q ue para 

el fallo reclamado, el acuerdo colusorio se habría 

configurado entre los meses de marzo y abril del añ o 2002, 

y en esa época el artículo 1º del referido Decreto Ley, 
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tenía un determinado contenido, y en virtud de la 

modificación del artículo 3º, ahora tiene otro. Sob re esto, 

dice que la sentencia en parte alguna, en lo que se  refiere 

al acuerdo colusorio, afirma ni menos prueba que el  acuerdo 

haya sido expreso, de modo que la única posibilidad  es que 

la sentencia haya concluido que existió un acuerdo tácito.   

 Luego alude a la forma en que los actores particip an en 

este mercado y cómo se relacionan entre ellos, para  luego 

referirse a cómo la sentencia entra a calificar e 

interpretar diversas relaciones contractuales, incl uso de 

sujetos que no han sido emplazados en autos, por lo  que, a 

su juicio, la sentencia reclamada entra de lleno a ejercer 

jurisdicción en materias que no están entregadas a su 

competencia, sino a los tribunales ordinarios o arb itrales, 

según corresponda.   

    En seguida, hace una distinción entre el contra to de 

transporte marítimo y los efectos de éste, en lo qu e se 

refiere al aspecto documental, indicando la obligac ión del 

transportador de emitir el conocimiento de embarque  y demás 

obligaciones que se generan y los servicios documen tales 

que presta el agente de naves al exportador y/o su agente 

de aduanas, que debe desvincularse, en lo documenta l, del 

contrato de transporte marítimo.   

   A continuación hace alusión a los elementos de l a 

esencia y de la naturaleza de un contrato, concluye ndo que 

no son ni de la naturaleza ni de la esencia del con trato de 

transporte marítimo, los servicios documentales a q ue se 

refiere esta causa, provocados por el exportador y 

prestados cuando son requeridos y cuando lo son con forme a 

la modalidad que ellos determinan, lo que genera co stos que 

no son retribuidos por el mandante y que, por lo mi smo, los 

fondos percibidos no le son remitidos, fuera de que  estos 
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cobros son de conocimiento de tales mandantes sin q ue los 

hayan objetado o pretendido que están incluidos en el 

contrato de agenciamiento, menos en el flete.   

   Concluye que entre el exportador, su agente de a duanas y 

el agente de naves, se configura un contrato distin to al de 

transporte marítimo de mercancías, lo cual lleva a 

distinguir y a separar los servicios documentales p restados 

por las agencias de naves por sí, de aquellos propi os del 

contrato de transporte.   

A su vez, la responsabilidad que el agente de naves  tiene 

ante el Servicio de Aduanas "la entrega del manifie sto con 

la información exacta- también avala el cobro de es tos 

servicios documentales extraordinarios.   

Otro argumento que apoya el cobro, es la doctrina d e los 

actos propios pues la propia denunciante y la Fisca lía 

Nacional Económica han reconocido que durante el añ o 2002 

se formularon nuevos cobros, o sea, hubo cobros ant eriores.   

   Finalmente, alega que no procede la condena en c ostas, 

por no haber resultado totalmente vencida y solicit a que se 

deje sin efecto la sentencia y se absuelva a su par te o, en 

subsidio, se rebaje prudencialmente la sanción impu esta y 

deje sin efecto la condena en costas.   

 A fojas 5957  A fojas 5957 ,  la denunciada Sudamericana 

Agencias Marítimas S.A. "SAAM", interpone recurso d e 

reclamación en contra del ya mencionado fallo imput ándole a 

éste diversos errores, mencionando en primer lugar,  la 

inobservancia del mérito del proceso con lo cual se  

vulnerarían las reglas de la sana crítica.   

Así, la sentencia expresa en el motivo 33º, que no existe 

en el expediente ningún antecedente que acredite qu e los 

servicios documentales integrales hubieren sido ofr ecidos 



por las requeridas como opcionales para los exporta dores, y 

que ellos hubieran sido solicitados por algún expor tador.   

Agrega que ello es incorrecto por cuanto existen lo s 

siguientes antecedentes que prueban la existencia d e la 

opción referida: a) escrito de fojas 5.245, en el q ue se 

acompañaron facturas de SAAM donde se prueba la 

coexistencia de ambos servicios y da el ejemplo de 3 

exportadores que alternativamente optaron por uno u  otro 

servicio a lo largo del tiempo, citando al efecto, las 

facturas agregadas a fojas 5960; b) testimonios de 

Christina Sessler (técnico en comercio naviero) de fojas 

2030 a 2037, Juan Riedermann May, Yurik Díaz Reyes,  Héctor 

Castro Aray ( agente de aduanas) y Julio Díaz Contr eras, 

quienes hacen referencia y explican las diferentes opciones 

de estos servicios y las situaciones cuando se opta  por uno 

u otro; c) facturas acompañadas por Asoex emitidas por SAAM 

por servicios individuales; y d) informe agregado a  fojas 

2536 a 2588 sobre "Condiciones de la Oferta y la De manda en 

la Provisión de Servicios Documentales" elaborado p or Jorge 

Quiroz Castro en el cual se analiza la opción que t ienen 

los exportadores para elegir entre los distintos si stemas 

tarifarios.   

Un segundo error lo hace consistir en la ilógica 

apreciación de los documentos agregados a los autos , con lo 

que nuevamente se vulneran las reglas de la sana cr ítica. 

Explica que sólo dos documentos fueron los que sirv ieron de 

fundamento a la sentencia para llegar a la convicci ón 

acerca de la inexistencia de opción para los export adores 

frente al cobro de las agencias y ellos son las car tas 

agregadas a fojas 13 y 2413.   

Arguye que la lógica no permite desprender de esos dos 

documentos la existencia de un cobro impuesto por l as 
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agencias de naves a los exportadores. Así, en la pr imera 

carta, de fojas 13, "Unimesa" devuelve unas factura s 

emitidas por SAAM, pero en ellas no se indica el co ncepto 

por las cuales fueron emitidas, por lo que lógicame nte no 

se puede saber si ellas lo fueron por servicios int egrales, 

servicios individuales o por algún otro servicio o 

concepto.  

En cuanto a la carta de fojas 2413, ella da cuenta de la 

devolución de facturas emitidas, que no serán pagad as por 

su destinatario por considerar éste que no ha conve nido en 

el cobro o que no ha solicitado el servicio.  

El recurrente estima que es lógico concluir, luego de 

revisar ambas misivas, que no existió un cobro obli gado, ya 

que es de la esencia de una imposición, que ésta de be 

necesariamente verificarse, es decir el que impone está en 

condiciones de exigir la prestación efectiva del ob jeto del 

cobro.   

Por otra parte "agrega- no hay constancia que los 

destinatarios de esas facturas hayan debido pagarla s.   

Como un tercer error de derecho dice que la sentenc ia 

concluye que existe cobro impuesto u obligatorio, s in 

establecer la existencia de una sanción, con lo cua l el 

fallo nuevamente contraría la lógica, pues para con figurar 

un supuesto abuso de posición dominante, la sentenc ia 

reprocha a las agencias de naves, el imponer a los 

exportadores un determinado cobro, sin que éstos ha yan 

aceptado contraer dicha obligación. La única forma de 

obligar a alguien a realizar una prestación sin su 

consentimiento es bajo la amenaza de una sanción.  

Además indica que ni ASOEX ni la Fiscalía Nacional 

Económica basaron sus imputaciones sólo en la simul taneidad 
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en el tiempo y la similitud de las tarifas, sino qu e para 

configurar el abuso, siempre hicieron referencia a un 

supuesto dato definitorio que consistiría en la ide ntidad 

de la sanción, esto es, que si no pagaban, no podrí an 

embarcar. En concordancia con esto, se fijó como pu nto de 

prueba la efectividad de que el pago de los servici os 

documentales integrales y el timbre en el DUS sea u na 

condición necesaria para el ingreso de la mercaderí a a los 

puertos, hechos y circunstancias que lo acreditaría n. Y 

así, se habría probado, en concepto del recurrente,  que el 

pago por los Servicios Documentales Integrales no e s ni ha 

sido condición ni para el ingreso de la mercancía a l puerto 

ni para su embarque.   

A fin de comprobar sus asertos refiere la prueba en  la que 

ello constaría, al efecto: a) oficio de fojas 2114 de 

10/11/05 en que San Vicente Terminal Internacional S.A. 

informa que no exige que previo al ingreso de la me rcancía 

al puerto se acredite el pago de servicios document ales de 

las agencias y el timbre en el DUS; b) en el mismo sentido 

informa Puerto Lirquén S.A. a fojas 2128, Iquique T erminal 

Internacional S.A. a fojas 2129, Terminal Pacífico Sur 

Valparaíso S.A. a fojas 2130, San Antonio Terminal 

Internacional S.A. fojas 2131, Empresa Portuaria Ta lcahuano 

San Vicente a fojas 2132, Empresa Portuaria de Iqui que a 

fojas 2134, y Empresa Portuaria de San Antonio de f ojas 

2144; c) testimonios que singulariza, entre ellos, menciona 

a don Sergio Palma Arancibia, ex Director de Aduana s, 

presentado como testigo por los terceros coadyuvant es de la 

denunciante Chilevid y Salmón Chile, quien expresa que tal 

exigencia no concurre en la especie por las razones  que 

señala; y d) el documento "Análisis e Informe Econó mico" 

agregado de fojas 540 a 570, de Juan Cruz Sánchez, a pedido 

de ASOEX, en el que se reconoce que no aparecen cas os en 

que el resultado fue impedir la exportación de frut a.   



Como un cuarto error de derecho, señala que la sent encia da 

por establecida con "indicios" y sin ninguna prueba  

directa, la supuesta concertación de las agencias, 

agregando que tales indicios son la pretendida 

simultaneidad en el comienzo de la nueva modalidad de cobro 

y la similitud de los montos cobrados. Indica que l a propia 

sentencia relativiza que el cobro haya sido simultá neo 

cuando reconoce que fue durante los meses de marzo y abril 

de 2002, y en cuanto a los montos, hay diferencias de hasta 

un 12 % entre ellos. Hace referencia a un fallo de esta 

Corte para demostrar la errónea conclusión de la se ntencia.   

Finalmente, impugna la condena en costas por cuanto  no fue 

totalmente vencida, solicitando que se revoque la 

sentencia, se declare sin lugar la denuncia y el 

requerimiento de autos, se condene en costas a la 

denunciante y a sus terceros coadyuvantes, así como  a la 

requirente. En subsidio, se deje sin efecto la cond ena en 

costas impuesta a la reclamante.   

A fojas 5973 , la denunciada Ultramar Agencias Marítimas 

Ltda. deduce recurso de reclamación en contra de la  

mencionada sentencia de fojas 5.841, argumentando, que su 

defensa siempre planteó que, en su caso, los export adores 

han podido elegir entre varias opciones: a) entrega  precisa 

de la información de su embarque, ya que si el expo rtador 

proporciona información exacta de su embarque, no n ecesita 

servicios documentarios y por ende no hay cobro alg uno; b) 

opción de pago por corrección; es decir, si el expo rtador 

no está en condiciones de entregar información en f orma 

precisa de su embarque, puede hacer cambios en la m isma 

según lo contratado, y en tal caso, debe pagar tari fas 

específicas según el tipo de corrección que se trat e, de 

acuerdo a las tarifas que rigen desde hace muchos a ños y de 

los que se acompañó evidencia desde 1999; y c) alte rnativa 
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de Servicio de Tramitación Integral de Exportación (TIDE). 

Si el exportador no está en condiciones de entregar  en 

forma oportuna la información exacta de su embarque , se le 

ofrece una alternativa opcional de servicio documen tario 

integral, que incluye el examen y revisión de los 

documentos requeridos para efectuar la exportación y, 

además, hasta dos reprocesamientos por matriz de 

conocimiento de embarque, todo ello por una tarifa que 

resulta más económica que el valor de la suma de 

correcciones de acuerdo a la alternativa anterior.   

Como fundamento de lo anteriormente señalado se aco mpañó 

numerosa prueba, dando cuenta de estas alternativas  y de la 

forma de solicitarlas, prueba que demostraba que ni  la 

contratación del servicio ni el pago del mismo, era n 

condicionantes del embarque, lo que se confirmó ade más con 

la declaración de los testigos presentados por su p arte.   

Indica además que, si se hubiesen considerado 

individualmente a las agencias de naves, se les hub iese 

absuelto y el error del Tribunal fue considerarlas como un 

todo, como una sola parte genéricamente y sin disti nción.   

A continuación el reclamante se refiere a la prueba  rendida 

en el proceso, expresando que en el considerando 33 º, en 

relación al motivo 34º, el Tribunal concluye que se  está en 

presencia de una imposición concertada de cobros po r 

servicios no solicitados por los exportadores, como  

consecuencia de que en el expediente no existiría n ingún 

antecedente que acredite que S.D.I. se hubieren ofr ecido 

como opcionales a los exportadores y que ellos hubi eren 

sido solicitados por algún exportador. Ello revela,  a su 

juicio, que el tribunal no consideró la prueba rend ida en 

autos, esto es, la que fuera acompañada: a) a fojas  209 y 

1873, se agregaron numerosas comunicaciones dirigid as a 



diversos agentes de aduanas por Ultramar en el mes de abril 

de 2002, informándoles de la reestructuración del t arifado 

vigente desde mayo de 1999, donde se aprecian las o pciones 

que más acomode a sus intereses; b) diversos correo s de 

CCU, Corpora Aconcagua, Agrona, Viña Undurraga, Viñ a Miguel 

Torres, Exportadora Agua Santa, Geofrut, JF Hillebr and, 

Invertec Foods, Cintac, y Pesquera El Golfo S.A.; c ) carta 

tipo enviada a los exportadores en el segundo semes tre del 

año 2002, aclarando su tarifado a partir de abril d el mismo 

año; y d) prueba testimonial, la refiere y puntuali za lo 

que dice.   

Expresa que el fallo reclamado cometió errores que lo 

llevaron a concluir que, en la especie, hubo una im posición 

concertada de cobros por servicios no solicitados p or los 

exportadores y esos errores influyeron en lo substa ncial 

del fallo, los que sintetiza de la siguiente manera : haber 

ignorado por completo la defensa de Ultramar y la p rueba 

rendida por ésta en apoyo de su defensa, con la que  se 

acreditaría que no hubo imposición de cobro alguno a los 

exportadores y que los servicios que presta a este respecto 

son siempre solicitados por éstos; indicando que es tos 

errores tuvieron influencia en lo dispositivo del f allo, 

porque de lo contrario se habría absuelto a su part e.   

Concluye que las denuncias de imposición, abuso y c olusión 

caen por su propio peso: por una parte no hay const ancia 

alguna en el expediente que Ultramar al reestructur ar sus 

tarifas de abril de 2002, ello haya obedecido a una  

actuación concertada, y por la otra de haber mediad o tal 

imposición, abuso y colusión, las opciones conferid as a los 

exportadores carecerían de sentido.   

Indica que la consideración de la prueba indiciaria  

esbozada en el considerando 36º, que ni siquiera se rían 



hechos concretos, no fue confrontada con la evidenc ia 

acompañada, la que acreditaría fehacientemente hech os que 

hacen completamente absurda, ilógica e irracional l a 

conclusión de existir en la especie, imposición, ab uso y 

colusión.   

A continuación analiza los dos indicios que conside raría la 

sentencia para arribar a la decisión impugnada: a) respecto 

de la simultaneidad, dice que Ultramar fue la prime ra en 

establecer el cambio en la estructura de las tarifa s, 

cambio que por razones propias de la competencia, f ue 

seguido por algunas agencias de naves, pero no por todas, 

pues de hecho, no efectuaron cambios, por ejemplo, Marval 

ni Maersk Chile; y b) en cuanto a que la tarifa sea  

similar, es más que factible, es probable, si se ti ene en 

consideración que los servicios documentarios tiene  una 

estructura de costos que no debería ser sustancialm ente 

diferente en una u otra agencia. Además hay tarifas  

diferentes y así la de SAAM es 10,72 % más barata y  la de 

AGUNSA 17,85 % más alta en relación a Ultramar.   

Finaliza, solicitando que se revoque la sentencia 

recurrida, rechazando la denuncia y el requerimient o con 

costas.   

Se trajeron los autos en relación.   

Considerando:   

1º) Que, abordando el análisis de las reclamaciones, 

conviene reiterar que el objeto del presente proced imiento 

fue conocer de la denuncia presentada por Asoex A.G . por 

diversas infracciones al Decreto Ley Nº 211, que pu eden 

sintetizarse en concertación de precios, abuso de p osición 

dominante, precios abusivos y discriminación arbitr aria.   



En cuanto a los hechos denunciados debe señalarse q ue las 

empresas requeridas entre los meses de marzo y abri l del 

año 2002, iniciaron el cobro de lo que se denomina 

"Servicios Documentales Integrales" (SDI), pues con  

anterioridad para embarcar mercaderías era necesari o tener 

una orden de embarque, documento que era preparado por el 

Agente de Aduanas del exportador, numerado por el S ervicio 

de Aduanas y sometido al visto bueno del Agente Nav iero, 

trámite obligatorio y sin costo alguno para los 

exportadores, y sóo una vez cumplidos estos pasos s e podía 

llevar la mercadería al puerto para el embarque res pectivo. 

Sin embargo, a partir de la fecha ya señalada, las 

denunciadas en forma simultánea y con precios simil ares 

comenzaron a efectuar el mencionado cobro, que se r efiere a 

la obtención del visto bueno en el Documento Único de 

Salida, pero, adicionalmente, incluyeron otros serv icios al 

exportador, tales como recepción y revisión de la m atriz 

del conocimiento de embarque provisorio con respect o al 

"booking" de carga y Documentos Únicos de Salida, s ervicios 

éstos que deben pagarse al contado, en efectivo o c on 

cheque nominativo al día, sin lo cual la mercadería  no 

puede ser embarcada;  

 2º)  Que en opinión de las denunciadas el nuevo cobro d e 

Servicios Documentales Integrales se implantó como una 

alternativa que se ofrecía a los exportadores que 

solicitaban una mayor cantidad de correcciones a la  

documentación de embarque. Así, según las requerida s, los 

exportadores podrían elegir entre no contratar los nuevos 

servicios ofrecidos y solicitar, en caso de ser nec esario, 

correcciones puntuales que tienen asociado un cobro  por 

corrección, o bien, solicitar los nuevos Servicios 

Documentales Integrales; agregando que en el primer  caso, 

si no se quiere realizar ninguna corrección a la 



documentación necesaria para realizar la exportació n, no 

sería necesario ningún pago;   

 3º)  Que, en el mes de enero de 2003, la Asociación de 

Exportadores de Chile AG. interpuso una denuncia en  contra 

de las requeridas imputándoles el haber incurrido e n una 

serie de conductas ilícitas, a saber, acuerdo horiz ontal de 

precios, abuso de posición dominante, precios abusi vos y 

discriminación arbitraria, ello con ocasión del 

establecimiento entre los meses de marzo y abril de l año 

2002, de una nueva opción de pago para los exportad ores 

denominada SDI. Las imputaciones relativas a una su puesta 

concertación entre las denunciadas se fundaron en l a 

simultaneidad de la nueva modalidad de cobro implem entada 

por las Agencias de Naves, en la similitud de los m ontos 

cobrados y en la entidad de las sanciones derivadas  de su 

no cumplimiento. Por su parte, el supuesto abuso de  

posición dominante se construyó sobre la base que a  los 

exportadores les resultaría imposible recurrir a ot ro 

oferente (Agencias de Naves) para satisfacer sus 

necesidades de servicio, toda vez que al consentir el 

exportador en el contrato de transporte marítimo co n una 

determinada compañía naviera, quedaría obligado a 

relacionarse con la Agencia de naves determinada co n 

anterioridad por la propia compañía naviera. Es dec ir, la 

denunciante indica que el abuso de posición dominan te sería 

ejercido por la agencias de naves mediante la exige ncia de 

un pago adicional al emanado del contrato de transp orte 

marítimo, sin existir posibilidad de recurrir a otr o 

proveedor del mismo servicio.   

   La Fiscalía Nacional Económica conociendo de la denuncia 

de que se trata formuló un requerimiento en contra de las 

ya referidas agencias navieras el que fundamenta en  que 

éstas habrían incurrido en "un acuerdo o práctica 



concertada, para hacer efectivo un cobro improceden te, 

simultáneo y tarifariamente similar" afectando la t arifa 

que el exportador originalmente acordó con la compa ñía 

naviera que éstas agencias representan". Vale decir , los 

cargos se centran principalmente en que los agentes  de 

naves se habrían coludido respecto a las tarifas a cobrar 

(colusión) y en que éstos habrían impuesto concerta damente 

a los exportadores cobros improcedentes o si se qui ere, ya 

pagados `por éstos a las compañías navieras en virt ud de 

los contratos suscritos con aquéllas (abuso de posi ción 

dominante);   

4°)  Que en el considerando 33º de la sentencia reclama da se 

concluye que no existe en el expediente ningún ante cedente 

que acredite que los Servicios Documentales Integra les 

hubieren sido ofrecidos por las requeridas como opc ionales 

para los exportadores, y que ellos hubieren sido 

solicitados por algún exportador, agregando que seg ún se 

desprendería de los documentos acompañados a fojas 13 y 

2413, el cobro de los referidos servicios no se ori ginaría 

a partir de la solicitud de dicha modalidad de serv icios 

por parte de los exportadores, sino que sería un co bro 

impuesto por las agencias de naves a los exportador es;   

 5º)  Que en el motivo 34º del referido fallo los 

sentenciadores expresan que analizando los antecede ntes de 

autos de acuerdo a las reglas de la sana crítica, s e 

formaron la convicción de estar en presencia de una  

imposición concertada, por parte de los agentes de naves 

requeridos, de cobros por servicios no solicitados por los 

exportadores. Añaden que los exportadores no contra tan a un 

agente de naves, sino que contratan servicios de tr ansporte 

marítimo con una naviera determinada, la que es 

representada por sólo un agente de naves de su elec ción con 

el que en definitiva deben tratar y, por lo tanto, una vez 



tomada la decisión de contratar a una naviera, el 

exportador quedaría cautivo de la agencia de naves 

correspondiente;   

   6º)  Que en la reflexión 36º de la resolución reclamada  

los falladores expresan que los indicios en los que  se basa 

la convicción del tribunal respecto de la concertac ión ente 

las agencias de naves denunciadas corresponden 

principalmente, a la simultaneidad en el comienzo d e la 

nueva modalidad de cobro (marzo-abril de 2002), y a  la 

similitud de los montos cobrados y su concepto, 

transcribiendo una tabla comparativa de los tarifad os y 

servicios prestados por algunas de las denunciadas,  

concluyendo que las requeridas se coludieron y sí 

cometieron una abuso de posición dominante;   

 7°)  Que en el fundamento 43º el tribunal concluye que se 

configuró una concertación entre las requeridas par a 

establecer de forma prácticamente simultánea el cob ro de 

los Servicios Documentales Integrales, la que tendr ía como 

finalidad poder hacer sostenible en el tiempo el co bro de 

los mismos, minimizando así el riesgo de que los 

exportadores decidieran cambiarse a navieras cuyos agentes 

de naves no cobraran por este concepto;    

 8°)  Que como puede apreciarse de los razonamientos 

transcritos precedentemente del fallo reclamado los  

sentenciadores pretenden justificar un supuesto abu so de 

posición dominante y un acuerdo colusorio entre las  

agencias requeridas, fundándolos en la imposibilida d del 

exportador para cambiar de agencia, en que éstas no  

compiten entre sí, sino que lo hacen las navieras, y en que 

existirían barreras de cambio para negociar con otr a 

naviera;   
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    9º)  Que la afirmación antes estampada no es compartida  

por esta Corte, pues los cargos formulados no logra ron ser 

establecidos ni probados, desde que el mencionado a rtículo 

3º letra c) del Decreto Ley Nº 211 establece una se rie de 

actuaciones que deben ser voluntarias o dolosas, es to es, 

que tengan la intención de provocar determinado res ultado.   

 Por lo tanto, no puede comprender figuras en que l a 

voluntad esté ajena, o sea el producto de actuacion es 

meramente coincidentes entre las distintas agencias , pues 

no puede sancionárseles por supuestas o presuntas 

"colusiones" como fue calificada la actuación de és tas por 

la propia Fiscalía Nacional Económica.   

   En efecto, la lectura y análisis de los diversos  

antecedentes y probanzas del expediente, sólo podrí a 

permitir formular meras hipótesis de colusiones tác itas 

entre las denunciadas, pero en ningún caso extraer 

conclusiones definitivas, que es lo que se necesita ría para 

poder tipificar un hecho descrito en la norma legal  y 

producto de ello imponer sanciones;   

 10º)  Que, revisado detenidamente el proceso, en concept o 

de esta Corte no existe prueba concluyente de la su puesta 

colusión que se les atribuye a las denunciadas, pue sto que 

los únicos indicios que consideran los sentenciador es son 

dos: a) la supuesta simultaneidad en el cobro; b) l a 

similitud de precios cobrados por las distintas age ncias 

requeridas. Sin embargo, el acto colusorio necesari amente 

requiere de dos elementos para configurarse: la vol untad de 

los partícipes y la decisión conjunta de adoptar la  

práctica viciosa, condiciones ambas cuya existencia  no 

puede tenerse por demostrada por la simple concurre ncia de 

las circunstancias ya señaladas (simultaneidad y 

homogeneidad de precios);   
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 11°)  Que no puede olvidarse de que de los elementos 

esenciales que explican lo anterior, la similitud d e 

precios encuentra su justificación en el hecho de t ratarse 

de actividades y servicios de naturaleza similar y en 

algunos casos idéntica, que demandan por ende, un 

compromiso similar de recursos, no constituyendo el lo algo 

sospechoso o novedoso;  

12°)  Que, en lo que dice relación con la simultaneidad en 

el inicio de los cobros objetados, tampoco puede ob viarse 

que la relación entre las agencias requeridas es al tamente 

competitiva por lo que las modalidades del mercado y 

naturaleza de los servicios son rápidamente imitada s e 

internalizadas por sus competidores;   

 13º ) Que, en cuanto a la imputación efectuada por la 

denunciante y la Fiscalía Nacional Económica, relat iva al 

supuesto cobro de un servicio inexistente, esta deb e ser 

rechazada, en atención a que de las probanzas rendi das en 

el proceso, en especial documental y testimonial, a parece 

que ocasionalmente los clientes de las denunciadas 

solicitan todos o sólo algunos de los servicios 

comprendidos en los S.D.I.. Así, aparece demostrado  por 

ejemplo, en las fotocopias de las facturas acompaña das con 

el escrito de fojas 6060, por AGUNSA, en las que pu ede 

advertirse que únicamente en algunas de ellas se co bra 

tarifa por Servicios Documentales Integrales o por 

Corrección B/L de Exportación;   

 14°)  Que la documentación recién señalada es útil, adem ás, 

para comprobar que no es efectivo que exista absolu ta 

simultaneidad en el establecimiento de algunos de l os 

cobros que sirven de fundamento a la denuncia de qu e se 

trata, puesto que del examen de la misma puede adve rtirse 

Comentario [T29]:  

Comentario [T30]:  



que ya en el año 1999 se efectuaban cobros por conc epto de 

Corrección B/L (v.gr. fojas 6.117 y 6.119);  

15º) Que no están en lo cierto los sentenciadores 

reclamados cuando afirman en los motivos 33º y 34° del 

fallo impugnado, que no existiría en el expediente ningún 

antecedente que acredite que los Servicios Document ales 

Integrales hubieren sido ofrecidos por los requerid os como 

opcionales para los exportadores, por cuanto consta  del 

mérito de autos, en especial de la documental acomp añada a 

fojas 6.082 y 6.129 por ULTRAMAR, que los Servicios  

Documentales Integrales constituyeron únicamente un a 

alternativa u opción adicional ofrecida a los expor tadores, 

pudiendo éstos optar libremente y según su convenie ncia por 

el servicio que mejor se ajuste a su situación part icular. 

Por lo demás, aunque no se hubiera probado, cabe se ñalar 

que las requeridas no estaban obligadas a acreditar  dicho 

extremo, desde que ello no fue fijado como un punto  

controvertido en la interlocutoria de prueba de foj as 

1.173, es decir, en ningún momento la discusión se centró 

en torno a si al implementar los Servicios Document ales 

Integrales, las agencias de naves eliminaron la opc ión de 

poder pagar individualmente por los servicios prest ados por 

las referidas agencias;    

16º) Que, acorde con lo expuesto, razonado y concluido, los 

recursos de reclamación deben ser acogidos;   

17°) Que, respecto de la reclamación formulada por la  

Fiscalía Nacional Económica, ella pretende el aumen to de 

las multas impuestas a los demás reclamantes, y tal  

solicitud sólo podría proceder en el supuesto de ma ntenerse 

las sanciones. Teniendo en consideración los razona mientos 

y las conclusiones contenidas en los fundamentos 

precedentes, que llevan al término del castigo apli cado, 
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necesariamente debe desestimarse el aludido reclamo  de 

fojas 5885;   

 De conformidad, asimismo, con lo que disponen los 

artículos 22, 26, 27 del Decreto Ley Nº 211, se dec lara:   

Que se acogen los recursos de reclamación interpuestos a 

fojas 5894, por Agencias Universales S.A. "AGUNSA";  a fojas 

5920, por Ian Taylor y Compañía S.A.; a fojas 5932,  por 

A.J. Broom y Cía. S.A.C.; a fojas 5957, por Sudamer icana 

Agencias Aéreas y Marítimas S.A. "SAAM"; y a fojas 5973 por 

Ultramar Agencia Marítima Limitada, contra la sente ncia de 

siete de junio pasado, escrita a fojas 5841 y sigui entes 

"complementada a fojas 6074- y, en consecuencia, se  dejan 

sin efecto las multas impuestas.   

Se desecha  la reclamación de la Fiscalía Nacional 

Económica, corriente a fojas 5885.  

 Regístrese y devuélvase, con sus agregados.   

 Redacción a cargo del Ministro Sr. Gálvez.   

 Rol Nº 3.395-2006.   

Pronunciado por la Tercera Sala, integrada por los 

Ministros Sr. Ricardo Gálvez, Sr. Milton Juica, Sr.  

Patricio Valdés, y los Abogados Integrantes señores  José 

Fernández y Arnaldo Gorziglia. No firman no obstant e haber 

estado en la vista de la causa y acuerdo del fallo los 

abogados integrantes señores Fernández y Gorziglia por 

estar ausentes. Santiago, 28 de diciembre de 2006.   

   

   

   



Autorizado por el Secretario subrogante de esta Cor te Sra. 

Carola Herrera B.   


